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Introducción.

La presente contribución fue elaborada a los efectos de su presentación en las jornadas de referencia y no se enmarca en proyecto o programa académico alguno en particular, sino en el propio deseo de su autor de abocarse al estudio de la materia aquí sub examine. En lo estrictamente relativo al presente trabajo, el mismo intentará debatir en torno a ciertas consideraciones que habitualmente son argüidas en torno a los aparentes efectos y beneficios del libre comercio. En una tal inteligencia, se intentará hacer explícitas ciertas consideraciones que revisten un carácter eminentemente ideológico en lo relativo a la inserción de los estados en desarrollo y subdesarrollados en el sistema de comercio multilateral mundial, desde que las mentadas consideraciones adscriben a premisas metodológicas que, en la generalidad de los supuestos, son ciertamente falseables en tanto el referido sistema de comercio multilateral comience a operar. A un tal fin, el presente opúsculo apelará a las hipótesis, presunciones y marco teórico no solo elaborados por los propios críticos a un tal sistema de comercio sino, fundamentalmente, por aquellos a las que las propias instituciones (General Agreement on Trade and Tariffs 
 y la Organización Mundial de Comercio
) oficiales en virtud de las cuales el mismo se estableciera e institucionalizara apelaran.

A los efectos de un tal iter teórico, en lo sucesivo se debatirá respecto a tres materias respecto a las cuales es predicable que existe una patente inconsistencia entre los fines que animan a las mismas y sus implicancias en el ejercicio y praxis del sistema multilateral de comercio. En primer lugar se examinará una premisa que, si bien es invocada por cierta vertiente doctrinaria con una relativa naturalidad y liviandad metodológica en lo relativo a su verosimilitud (lo que en muchos supuestos implica que se asuma que la misma no requiera de una fundamentación trascendente a su mera invocación), no supone, sino una falacia que posee y ha poseído deletéreos efectos para los países en desarrollo y subdesarrollados en lo relativo a su inserción en el sistema multilateral de comercio: aquella según la cual, en la generalidad de los supuestos, “la reducción arancelaria provee al crecimiento económico, en la medida de que en función de la misma tanto el Producto Bruto Nacional como las exportaciones crecen” (Lewis, 1994, 135). A tal fin se estudiará el sistema que de liberalizaciones comerciales recíprocas que otrora instituyera el GATT, en la inteligencia de promoverse, por un tal medio, el crecimiento económico sostenido de aquellos estados que adhirieran a la liberalización de referencia.

Como inferencia de una tal consideración, luego se someterá a examen y eventual refutación la premisa conforme la cual, dada la mentada condición inherentemente beneficiosa del libre comercio a los efectos de la promoción del desarrollo de las economías nacionales, el regionalismo (entendido como creación de un sistema de comercio estructurado entre un número limitado y acotado de estados) supone un proceso forzosamente opuesto o inconsistente con un tal desarrollo económico desde que se filia o instituye en la propia restricción de la apertura comercial que se desarrolla en el sistema multilateral de comercio.
Finalmente, y habiéndose discurrido por las dos ya mentadas materias, se cuestionará la idea de que el actual sistema de resolución de disputas de la OMC, provee, preeminentemente, a la defensa de los intereses y derechos de los estados subdesarrollados y en desarrollo antes que a aquellos que ya han alcanzado un tal estado.
Desarrollo.
Bien es sabido que “muchos economistas sostienen que la liberalización comercial importa un vigoroso propulsor del crecimiento económico” (Yang y Liu, 2009, 303). En un tal sentido, materia cuasi insoslayable supone revisar, precisamente, la dinámica y praxis de aquellos sistemas en los cuales tal premisa fue puesta, nudamente, a prueba. En el presente acápite se estudiará, a un tal fin, el sistema de liberalización comercial del GATT, desde que el mismo, filiado en una tal premisa, exigía la operativización de una apertura comercial bilateral, en términos nominales, entre cualesquiera estados integrantes de un tal esquema, con prescindencia del eventual nivel de desarrollo de cada uno de los mismos.  Acaecía que, merced a la propia dinámica comercial de los ya mentados acuerdos de liberalización comercial, tal sistema no solo obstaba a la posibilidad de estipular términos de intercambio equitativos entre las economías integradas al mismo, sino que, justamente en función del propio programa de liberación comercial bilateral, frustraba el eventual desarrollo económico de los estados de la periferia, contraintuitivamente a lo que una tal presunción de librecambio invocaba a proveer. Ello merced a la manifestación una particular retórica entre igualdad jurídica y discriminación de hecho que se manifestaba, merced a tal liberalización comercial bilateral, en el seno del GATT.
A los efectos de principiar el presente análisis, ha de señalarse que la intrincada relación entre la igualdad jurídica y la discriminación de hecho a la que se aludiera no pareciera ser una materia sencilla ni mucho más heurísticamente lineal a la hora de ser explicada: de hecho, confluyen, en un tal punto, una pluralidad de consideraciones. 


En primer lugar, debe tenerse presente la dinámica de negociación de liberalización comercial que se practicara en el seno de la GATT: las propias reducciones arancelarias de los productos que se comerciaran bajo la regulación jurídica del mismo se estimaban a la luz de valores nominales. Ello importaba, en definitiva, que si bien un tal proceder podía obedecer a la inteligencia de otorgarse un trato formalmente equitativo entre dos economías, el efecto de una tal “liberalización equitativa” supondría dar lugar, en la medida de que el mismo vinculara a Estados de disímil renta, a resultados sustancialmente distorsivos sobre la economía de las partes. En un tal sentido, tal nominal criterio, intitulado como “cobertura comercial” (Tussie, 1994, 36), siendo el resultado de estipular la virtualidad de las eventuales reducciones comerciales merced a mensurar únicamente el volumen anual de importaciones sobre un producto dado para cada uno de los Estados que negociaban la reducción de referencia, implicaba, en definitiva, que los efectos de una tal liberalización serían inversamente proporcionales al tamaño de la economía que habría de importar el producto con una tal “cobertura comercial” liberalizada. 


Desde un punto de vista estrictamente comercial, ello importaría, teniendo en cuenta la proporcionalidad inversa ya mencionada, que una reducción arancelaria sobre un producto determinado siempre impactaría más considerablemente sobre las economías de menor dimensión que sobre las de una mayor renta. Sin embargo, los alcances de la mentada liberalización arancelaria revestían, al margen de la mentada, una especial condición para aquellas economías menos favorecidas, dado que en las mismas, “por efectos de la restricción externa, el crecimiento conduce a deterioros en la balanza comercial” (Teillery, 2000, 294). En efecto, para aquellas Estados periféricos, miembros del GATT (tómese, por caso, los latinoamericanos), la eventual manifestación de un proceso de crecimiento económico promovido por la entrada de divisas producto de la exportación comercial supondría, en la generalidad de los casos, un aumento más que proporcional (respecto a la tenencia o eventual disponibilidad de divisas provenientes del mentado origen) de sus importaciones (sobre todo de bienes de capital merced a la puesta en práctica de políticas de industrialización por sustitución de importaciones). Tal y como sostienen Cimoli, Primi y Pugno, por medio del “crecimiento liderado por las exportaciones [que] pueda determinar una dinámica viciosa debido a las características de la estructura productiva y al patrón de participación en el comercio internacional, [se] puede reforzar la restricción externa al crecimiento” (2006, 97) a partir de, como se refiriera, el crecimiento más que proporcional de la transferencia al exterior de divisas (en relación a su ingreso) causado por las importaciones de los mentados países.  

De este modo, el problema de la “restricción externa”, que apriorísticamente podría ser entendido como de eminente carácter cuantitativo, suponía, a su vez, la concurrencia de consideraciones que excedían sobradamente la materia de contabilidad de cuenta corriente para una economía dada. Acaecía que, merced a la propia dinámica comercial de los ya mentados acuerdos de liberalización comercial, 

los países que se encontraban en las primeras etapas de la industrialización sostenían que no podían reducir sus aranceles antes de alcanzar una buena posición competitiva. La liberalización del comercio podría amenazar a las industrias nacientes. Sobre todo, para que el concepto de una negociación arancelaria tuviera algún sentido, debe existir en primer lugar una economía integrada y diversificada, con una balanza de pagos saludable, de modo que haya margen de maniobra para determinar el volumen y la composición de las importaciones. De otro modo, el volumen de las importaciones se determina primordialmente por la disponibilidad de divisas, mientras que su composición se determina por la etapa de desarrollo de la economía (Tussie, 1994, 37).

En definitiva, el sistema del GATT importaba la imposibilidad material de promover, tal y como lo entendía el estructuralismo latinoamericano, el desarrollo de la región, consolidándose, así, patentes diferencias de desarrollo entre el centro y la periferia, diferencias que “se asienta[n] en una diversidad básica de sus estructuras productivas: la especialización y heterogeneidad signan la estructura periférica, en contraste con la diversificación y homogeneidad del centro” (Rodríguez, 2006, 57). A una tal imposibilidad de poder disponer de los propios recursos materiales para el desarrollo económico por parte de los estados latinoamericanos (en función tanto del agravamiento de la “restricción externa” mentada), el sistema del GATT consolidaba la propia condición periférica de los países en desarrollo al vedar la razonable posibilidad de que los mismos negociaran acuerdos de comercio bilaterales entre si. Como implicancia de ello, y dada la condición de los términos del intercambio entre la periferia y el centro de ser los mismos inherentemente desfavorables respecto a los primeros en relación a los últimos (Posada, 2008, 207), las propias economías periféricas deberían comerciar de conformidad a los esquemas de reducciones arancelarias dispuestas por los estados desarrollados. Como sostiene Tussie, 

La segunda característica de las negociaciones arancelarias del GATT es la llamada regla del proveedor principal. En virtud de esta regla, las negociaciones se inician bilateralmente, por solicitudes y no por ofertas. Las solicitudes de una reducción arancelaria sobre un producto particular se hacían normalmente sólo por el exportador del mayor volumen de ese producto al mercado de un segundo país. Dado que generalmente no se encontraban en esta posición, de modo que no podían solicitar reducciones, los PMD sólo podían aspirar a que los países desarrollados negociaran concesiones entre ellos mismos, con inclusión de algunos productos que les interesaran. Luego, sobre la base de la cláusula NMF, que entra en acción en la última etapa del proceso de reducción arancelaria, los PMD se beneficiarían de su "efecto de difusión" (Tussie, 1994, 37).


Naturalmente que la extensión del presente trabajo no permite, verosímilmente, extenderse como se desearía a los efectos de referir cómo entender la eventual desigualdad de hecho (en contrastación con una declarada y positivizada igualdad jurídica) entre los estados desarrollados y en desarrollo se manifestara en el seno del GATT como implicancia de la premisa de que, por definición, la apertura comercial supone el desarrollo económico equilibrado entre estados. En definitiva, tal supuesto constituye manifestaciones del hecho de que los alcances de un principio filiado en consideraciones aparentemente igualitaristas no necesariamente han de suponer, en su desarrollo y práctica, la consolidación de resultados de una tal naturaleza entre las economías del centro y la periferia. Sin embargo, y sin soslayar las propias críticas que el sistema del GATT supuso en lo mentado, debe referirse que, en el seno del sistema de referencia, ciertos cambios proveyeron a amalgamar la diferencia de trato comerciales entre los mentados actores. Debido a consideraciones de lugar las mismas serán simplemente enumeradas:

1. Desde una fecha relativamente temprana los eventuales deméritos del sistema GATT, en relación con las implicancias que un tal sistema suponía para las economías menos desarrolladas, fueron objeto de examen endógeno por parte del mismo. Tómese, por caso, el así llamado “Informe Haberler” (1958), el cual era categóricamente claro al endilgarle a los países más desarrollados severos inconvenientes comerciales por los cuales las economías en desarrollo discurrían. En efecto, sostendrá el mismo que “Varios países subdesarrollados están exportando manufacturas de bajo precio (…) Los países industrializados podrían realizar una contribución sustancial reduciendo sus derechos fiscales para aumentar el acceso de bienes no industriales a sus mercados” (Das, 2004, 24).

2. Sutiles reformas en el sistema del GATT, como la parte IV del mismo, la cual, en su artículo XXXVI prescribía que “los países desarrollados no esperan reciprocidad por los compromisos de negociaciones comerciales para eliminar las barreras arancelarias y de otras clases en el comercio' de las partes contratantes menos desarrolladas". Como bien sostiene Tussie, el mismo permitía soslayar la mecánica de concesiones bilaterales entre partes negociadoras, “con amplio margen de maniobra para hacer concesiones” (1994, 43), aunque, en la práctica, tal “amplio [potestativo] margen, per se, “no creaba la obligación de extender tales concesiones” (Hudec, 2010, 111).
Habiéndose acreditado someramente el carácter falaz de aquella presunción relativa a que la nuda apertura comercial supone, por antonomasia, el desarrollo económico de aquellas economías llamadas a institucionalizarla, deviene en metodológicamente necesario indagar en torno a la segunda materia que anima el presente ensayo. A tales efectos, debería comenzar refiriéndose que, al menos como presupuesto metodológico, pareciera existir un consenso entre la doctrina respecto al hecho de que, en la generalidad de los casos, los acuerdos regionales comerciales suponen una más que plausible posibilidad de dar lugar a mermas en el sistema multilateral de comercio (lo cual, como se sostuviera precedentemente, y merced a la premisa analizada en el punto anterior, importaría, indirectamente, la reducción del Producto Bruto Interno de aquellos estados que adhirieran a un tal esquema de integración regional). Como se refiriera, tal presunción es conteste en la doctrina, al punto de que, en no pocos artículos especializados, tal aserción supone ser, en definitiva, una premisa antes que una inferencia o implicancia de un tal trabajo. En efecto, tal y como sostiene la economista Freund, 

En estudio se encuentra la condición discriminatoria de los Acuerdos de Comercio Regional (“ACR”). Aunque las tarifas preferenciales estimulan el comercio entre los miembros del bloque, las mismas pueden tener efectos deletéreos sobre los no miembros e incluso sobre los propios miembros [de un tal ACR], así como en la política económica comercial del bloque (…) Los ACR pueden desviar las importaciones de los productores más eficientes respecto a los mercados constituidos por los miembros de tales ACR. Ello importa que la creación de los mentados bloques comerciales pueda dar lugar a una reducción del bienestar (incluso para los propios integrantes de los ACR) si [como consecuencia del desarrollo de los ACR] el comercio que se cree no pueda compensar tal pérdida de bienestar” (2010, 1589)


Cabe referir, de todos modos, que la institucionalización de los mentados ACR no necesariamente supone un resultado disvalioso, desde que la eventual “pérdida de bienestar” puede verse compensada, eventualmente, por otras consideraciones, las cuales no han de ser forzosamente de carácter mercantilista. Tómese, por caso, el “fortalecimiento de esquemas comerciales regionales, la adopción de políticas [de desarrollo] de carácter regional o el tratamiento común [para los propios países del bloque] de materias relativas a las relaciones exteriores del bloque” (Hervie, 2008, 139). Tales consideraciones obedecen, en definitiva, a presupuestos filiados al desarrollo de un “regionalismo estratégico”, entendido el mismo como un medio (nuevamente, de dudoso carácter estrictamente comercial
) dirigido a “promover intereses geo-estratégicos comerciales, así como también a reivindicar diversos esquemas socio-económicos” (Teló, 2007, 128). En un tal sentido, el que se promueva una preferencia por la producción de bienes provenientes del interior de un tal bloque comercial, en detrimento de aquellos cuya producción es exógena a éste puede proveer, justamente, a lograr efectos diametralmente opuestos a aquellos que se lograrían merced a una mejora absoluta y nominal de los ciclos de intercambio mercantil en un sistema comercial abierto. Tales fines serían, entre otros, el lograr consolidar sectores industriales
 de los miembros del bloque comercial de referencia que, en virtud del desarrollo de una economía de escala, podrían florecer (dada su falta de desarrollo relativo) merced a disfrutar del mentado acceso preferente respecto a sus mercados
, promoviéndose, así, el crecimiento y desarrollo económico de los estados miembros de un tal esquema de integración
. 


Es justamente a la luz de un tal paradigma que la mentada “pérdida de bienestar” que la propia emergencia o consolidación de bloques comerciales supone, debe ser analizada. En este sentido, y a la hora de abocarse al estudio de los fundamentos que explican el mentado “regionalismo estratégico”, debe referirse que al menos en principio, uno de los medios más eficaces de lograrse la creación de los necesarios incentivos económicos necesarios a los efectos de promover una  industria o actividad determinada (que en un mercado abierto sería ineficiente económicamente en términos relativos) no puede ser sino otro que el mantener un arancel externo común lo suficientemente alto como para lograrse el efecto de sustitución de importaciones que de lugar a un tal extremo (Bhagwati, 1992). Sin embargo, y en este punto, los efectos la mentada “pérdida de bienestar” podrían, incluso relativizarse: si bien es cierto que la misma se manifestaría en términos generales para la totalidad de los actores comerciales de un sistema abierto, de ello no se sigue que un tal proceso sea, como tal, percibido de un tal modo por cada uno de los integrantes de un ACR. 
En efecto, de darse el mentado proceso de sustitución de importaciones en los integrantes del mentado ACR, el resultante de una tal dinámica podría, incluso, compensar las pérdidas ya mentadas a las que el proceso de integración diera lugar. El problema radicaría, naturalmente, en el hecho de que un tal efecto de “compensación” se daría únicamente en beneficio para aquellos integrantes de los referidos ACR, y como implicancia de ello, en detrimento de los restantes actores comerciales internacionales: de generalizarse un tal proceso, para todos y cada uno de los ACR el efecto podría ser, en definitiva, una pérdida de bienestar absoluta para la totalidad de aquellos actores que hubieran restringido su comercio
. 

En definitiva, existen buenas razones para concluir que en aquellos supuestos en los que se arguye una eventual pérdida de bienestar general a la hora de establecerse una tarifa externa común para un ACR, las consideraciones filiadas en los efectos de tales aranceles no sólo no son concluyentes en la ponderación de beneficios o perjuicios que los efectos de referencia pueden suponer sino que, incluso contraintuitivamente, son el necesario antecedente causal que explica (incremento del bienestar regional para los integrantes de un tal ACR dado en función de una tal imposición) su institucionalización. Asimismo, aún para aquellos supuestos en los cuales ciertos esquemas de ACR proveyeron a la imposición de aranceles relativamente bajos (tal y como acaeció, verbigracia, con los modelos del “nuevo regionalismo”), las premisas y fines últimos que subyacieron a una tal praxis no solo no eran tributarios a fines eminentemente comerciales sino que, en el supuesto de que de todos modos tuvieran en cuenta a estos últimos, tales consideraciones comerciales suponían ser premisas para fines que las trascendían, a su vez, en importancia. 
En una tal inteligencia, tal y como sostienen (apelando a trabajos de la CEPAL y del BID) Molteni, De León y Giudice, el “nuevo regionalismo”, en tanto esquema tributario de una mayor apertura no se encontraba dirigido a morigerar los efectos distorsivos para el comercio internacional de la mentada pérdida de bienestar (producto de la dinámica del “viejo regionalismo”), sino que se propendía, primeramente, a: “(a) promover el desarrollo; (b) mejorar la inserción internacional de los países de la región; (c) incrementar el poder regional en las negociaciones comerciales con países industrializados y en las organizaciones multilaterales; y (d) gestionar más eficazmente las interdependencias” (2011, 49). Por otro lado, y si bien pudiera predicarse que los mentados ACR del “nuevo regionalismo” se encontraban preeminentemente dirigidos hacia los fines ya suscriptos, existe cierto acuerdo doctrinario respecto al hecho de que, como esquema de integración, la generalidad de los ACR se encuentran dirigidos a la regularización de ciertas materias que no han de ser, forzosamente, de estricto carácter comercial. Con cita de Lawrence, Baier, Bergstrand y Egger refieren la necesidad de articular una distinción metodológica entre las 
"políticas internacionales" que se ocupan de las barreras de frontera, tales como los aranceles, y las "políticas nacionales" que se ocupan de todo lo que se encuentra "más allá de las fronteras de la nación, tales como las normas de competencia y antimonopolio, la gobernanza empresarial, los estándares de los productos, la seguridad laboral, la reglamentación y supervisión de las instituciones financieras, la protección ambiental (...) y otras cuestiones nacionales (2007,18)
a los efectos de referir que (con cita de Gilpin) bajo una tal heurística, podría predicarse que la propia expansión “de [los esquemas de] comercio dirigido y de los acuerdos regionales” (2007,18) se dirige, en definitiva, a lograr incrementar la cooperación entre estados, antes que a fines estrictamente comerciales. (2007,18).

Es por ello que a la pregunta relativa a cómo evaluar las eventuales semejanzas, paralelos o incluso antinomias entre el multilateralismo y el regionalismo debe responderse refiriéndose que, en definitiva, presupuestos de carácter meramente macro-economicistas, tal y como la ya mentada “pérdida de bienestar” deben subordinarse (en la medida de que provean a reflejar verosímilmente las consideraciones que se tienen presentes por parte de los actores a la hora de estarse a favor de un sistema dado de integración) heurísticamente a consideraciones de carácter estratégico-político, filiadas en indagar qué suerte de esquema de integración y desarrollo una economía o bloque comercial dado desea tal unidad económica promover, a los efectos de “recuperar el concepto de política económica dentro del derecho internacional económico” (Delich, 2008, 63). En definitiva, y merced a permitirle a un conjunto de estados determinado abocarse a su desarrollo por medio de cierta disponibilidad de divisas que permitan, entre otras políticas, la compra de bienes de capital a los efectos de promover su industrialización, los ACR proveen al crecimiento del Producto Bruto Interno de un estado dado, refutándose, de este modo, la presunción que hace descansar en la liberalización comercial y desarrollo del sistema multilateral de comercio un tal crecimiento.
Finalmente, y habiéndose debatido tanto en torno a los aparentes efectos de la apertura comercial como presupuesto para el crecimiento económico como respecto a la equívoca imputación que se formula en lo relativo a los ACR como condicionantes o limitantes de un tal crecimiento, el presente trabajo debatirá respecto a la última de las presunciones que cierta doctrina concibe como inherentemente favorable a las pretensiones y derechos de los países en desarrollo y que, en última instancia, no obedece (sino formal o nominalmente) a estos últimos. 
En concreto, y a los efectos de debatir en torno a la idea de que el sistema de solución de controversias de la OMC supone ser un mecanismo institucional que favorece a los estados más débiles (en relación a aquellos del centro) en las relaciones comerciales es provechoso, en tal orden de ideas, principiarse con ciertos datos de carácter empírico. En efecto, como bien sostiene Petersmann, 

Un nuevo esquema de resolución de controversias fue, de todos modos, más asiduamente utilizado por los países menos desarrollados. De 25 procesos de resolución de controversias celebrados ante la OMC en el año 1995 bajo el Artículo 4 del Procedimiento de Resolución de Disputas Comerciales [“PRDC” en lo sucesivo] 13 fueron presentados por países en desarrollo (…) Los países menos desarrollados participaron en las negociaciones de la Ronda Uruguay de un modo mucho más activo que en las rondas de negociación multilaterales del GATT previas. Ello se manifestó asimismo para el Grupo de Negociación de Resolución de Disputas, en el cual una considerable cantidad de propuestas de negociación fueron iniciadas por los países menos desarrollados. (2007, 202).

Influyeron en un tal cambio de paradigma diversas causas, mas bien podría señalarse que una de las preeminentes se basó en la judicialización del sistema de referencia. Tal y como sostiene Delich, el esquema de la OMC, en relación al ya fenecido del GATT, “fue y es una mejora del sistema porque ha “judicializado” de tal manera el proceso que lo ha transformado en un sistema predecible y transparente, menos sesgado hacia los intereses de algunos países en particular” (2008, 61). 

Tal cambio copernicano, merced a la intervención de los países en desarrollo en la negociación del PRDC de la OMC, supuso la incorporación, en el iter procedimental de solución de disputas de naturaleza comercial, de cuatro grandes innovaciones: “la creación del Órgano de Solución de Diferencias (OSD), la adopción de plazos estrictos para cada instancia del procedimiento, la utilización del consenso negativo o inverso y la creación del Órgano de Apelación” (Delich, 2009, 62
). Tales modificaciones normativas, que en ciertos supuestos permitieron un desarrollo del proceso más previsible y eventualmente acotado temporalmente
, proveyeron, al menos teleológicamente, a hacer más asequible un eventual PRDC a los países en desarrollo en el seno de la OMC. Sin embargo, existe un extendido consenso doctrinario respecto al hecho de que la mentada adscripción de fines que subyació al diseño del PRDC de la OMC no logró plasmarse plenamente. En tal sentido, del hecho de que se considere que el mentado sistema 

inaugura un sistema anclado en reglas de procedimiento, lo cual
beneficiaría a los países más débiles en un litigio, su utilización está limitada por el nivel de experiencia y recursos humanos y financieros necesarios para utilizar el sistema. En efecto, los beneficios de un sistema multilateral para el demandante/demandado más pequeño derivarían de una limitación al unilateralismo de los países más poderosos y de la nivelación del campo de juego cuando están litigando (Delich, 2009, 77),

no se sigue, forzosamente, que el mismo sea universalmente asequible para todo estado eventualmente interesado en tratar una disputa de carácter comercial en el seno de la OMC. 
En efecto, subyacen a los aparentes presupuestos de transparencia procedimental del PRDC de la OMC severas limitaciones materiales. Una de las causas de una tal contingencia, sostiene, entre otros Roessler, viene dado por los costos legales “prohibitivos” (2004, 90) relativos a la asesoría legal requerida para presentar un caso ante el PRDC de la OMC. Una tal circunstancia dio lugar, en su momento, a que la propia OMC, en un paper distribuido recientemente en el Grupo de Países ACP de la OMC, reconociera que las innovaciones que el mentado PRDC de la OMC “no haya logrado completa ni coherentemente hacer frente a las dificultades principales que los países en desarrollo africanos enfrentan a la hora de apelar al Sistema de Resolución de Disputas del organismo” (Roessler, 2004, 90). En última instancia, una tal restricción material dará lugar, tal y como sugieren Stiglitz y Charlton, a que 
incluso si dos partes [contrarias en un mecanismo de Resolución de Disputas Comerciales] poseen un igual acceso a los recursos legales, en la práctica el país en desarrollo se encontrará en una posición desventajosa merced a deber enfrentar un proceso legar oneroso y complicado (2005, 41).

Asimismo, algunas de las innovaciones que se introdujeran en el seno de la GATT a los efectos de amalgamar o soslayar una tal contingencia no han dado lugar a soluciones pacíficas respecto a su aceptación por parte de los PMD. En efecto, si bien el Centro de Asesoría Legal en Asuntos de la OMC 
provee asistencia legal económica a los países en desarrollo y a los países menos desarrollados con un alto porcentaje de éxito [el mismo peca de ciertas deficiencias, desde que] muchos países en desarrollo no son miembros del mismo, en tanto los costos de éste son demasiado altos, mientras que otros estados consideran que la propia condición de ser subsidiado el mentado asesoramiento es inherentemente injusta” (Martin, 2013, 193).

Finalmente, y asumiéndose que un PND hubiese logrado soslayar las dificultades materiales de referencia que obstaran a que el mismo pudiera presentar un caso ante la OMC, la decisión de un tal organismo debe, naturalmente, ser ejecutada. Ello supone la concurrencia de otro eventual inconveniente, desde que 
Un problema importante del mecanismo de solución de controversias es que la aplicación de sus decisiones se da mediante la sanción de restricciones de comercio retaliatorio. Esto crea una seria asimetría. Las restricciones comerciales de los Estados Unidos o la Comunidad Europea
 contra otro país importarían un impacto real en la economía de este último, pero el efecto de las restricciones comerciales tomadas por parte de los países en desarrollo sobre los primeros (salvo para los que supongan una economía de mayor dimensión entre estos últimos) no tendrán efecto alguno sobre éstos. (Jawara y Kwa, 2004, 6).

En definitiva, puede predicarse, razonablemente, que el actual PRDC, a contrario sensu de la teleología que motivó y dio una relevante razón de ser a su institucionalización, supuso, en definitiva, la consolidación de severas dificultades y limitaciones que los estados subdesarrollados y en desarrollo venían padeciendo consuetudinariamente a la hora de lograr soslayar, jurídicamente, sus diferendos comerciales con las naciones más desarrolladas. 
Conclusiones

Ciertamente, el actual sistema de comercio multilateral adscribe y ha adscripto (en el pasado, merced al GATT, en la actualidad, merced a la OMC) a un conjunto de premisas de eminente carácter ideológico que, en la generalidad de los casos, no solo no han proveído al desarrollo de un tal propio comercio internacional sino que, por el contrario, han supuesto la distorsión de los términos del mismo al incidir negativamente en la economía de los estados no desarrollados y en desarrollo. En lugar de haber sido una tal contingencia estudiada o bien denunciada por diversos sectores de la doctrina especializada, la misma ha proveído a inferir equívocas conclusiones de un tal proceso, legitimando, en muchos supuestos, la mentada condición, evidentemente desfavorable para las economías de la periferia. 
Por lo tanto se requiere, a los fines de  soslayar un tal estado de incuria académica y (en tanto supone la misma una práctica) profesional, reemplazar el paradigma del frío e inconducente formalismo de los presupuestos y normas de adjudicación jurídicos y comerciales de la OMC por un esquema filiado en consideraciones tributarias al desarrollo y capacidades relativas de cada uno de los eventuales estados integrantes de un tal organismo, recuperándose así una dimensión que, desde el mismo nacimiento del sistema multilateral de comercio con el GATT ha sido marginado y proscripto respecto al alcance de los estados en desarrollo y no desarrollados: el del diseño de los instrumentos comerciales como presupuesto y expresión de un sentido de política económica.
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Anexo I. Siglas

NMF: Nación más favorecida

PMD: Países menos desarrollados

PND: Países no desarrollados

PED: Países en desarrollo

OMC: Organización Mundial del Comercio

GATT: General Agreement on Trade and Tariffs

� “GATT” en lo sucesivo


� “OMC” en lo sucesivo


� Subyace a la teleología de un tal “regionalismo estratégico” un patente escepticismo en las bondades de la dinámica del comercio internacional como presupuesto o premisa para el desarrollo autónomo de los estados periféricos. En efecto, tal y como sostiene Van Grasstek, C. (2013), 


Los formuladores de políticas y los líderes de opinión en los países pobres, dependientes del comercio y que a menudo tienen legados de colonialismo son (…) más propensos que sus homólogos de los países desarrollados a tener dudas sobre las consecuencias de seguir una estrategia de desarrollo que le permita al propio mercado decidir qué se producirá, comercializará y consumirá”


� 


El mero hecho que los PED [Países en Desarrollo] se encuentren por debajo de la frontera tecnológica mundial en un gran número de sectores significa que las ganancias dinámicas por concepto de economías de aprendizaje podrían ser de considerable importancia. Por otro lado, una buena parte del sector manufacturero está sujeto a economías de escala convencionales, por lo que las ventajas de costos que tienen los PD actuales son un fenómeno meramente histórico que no obedece a ventajas comparativas inmutables (Agosin, 1995, 389)


� En efecto, consideraciones de una tal naturaleza fueron las que en su momento subyacían a la promoción, por parte de la propia Comisión Económica para América Latina (CEPAL) respecto a la conformación de diversos bloques de integración comercial para la región (CEPAL, 1962, 2-3).”


� 


La industrialización por sustitución de importaciones se visualiza como un doble cambio estructural; uno en la estructura productiva, y el segundo en la estructura de importaciones; la adecuación y concomitancia de tales transformaciones, en tanto se logre con ellas preservar el equilibrio externo, son las que hacen posible la continuidad del crecimiento impulsado por la ampliación de la industria. (Rodríguez, 1993, 70)


� Sin embargo, y tal y como suscribieran Kemp y Wan (1976), una ACR puede escoger una tarifa externa común que sea Pareto-óptima, en la medida de que tal tarifa externa común compense exactamente la pérdida de bienestar que las restantes tarifas, de otros bloques comerciales, supongan. Sin embargo, señalan, tal supuesto, en la generalidad de los supuestos, no tiene lugar.





� Si bien la tesis de la Dra. Delich fue publicada por Eudeba en 2015, el presente trabajo apeló directamente a la fuente original: la propia tesis de doctorado de la autora, que luego sería publicada por una tal editorial. Es en función de ello, que la numeración de las citas no se corresponde, naturalmente, a la edición de Eudeba.


� 


las consultas en el GATT duraban por un “plazo razonable”, lo cual era interpretado de manera muy diferente por las partes. Por este motivo, las consultas eran de difícil exigibilidad. En la redacción actual ha quedado claro que si en un plazo de 60 días las consultas no han producido resultados positivos, se consideran fracasadas salvo que las partes de común acuerdo decidan proseguir con las consultas (Delich, 2009, 63).


� Actual Unión Europea.





